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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de diciembre de 2021. 

El Sr. Noel Felipe Toro Del Valle (en adelante, el señor Toro 

Del Valle o el apelante) presentó un recurso de apelación el 23 de 

mayo de 2021, en el que solicitó la revocación de la Sentencia 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia (en adelante, TPI), Sala 

de San Juan, el 23 de marzo de 2021.  En la referida Sentencia, el 

foro primario declaró culpable al señor Toro Del Valle por violación 

al Artículo 7.02 de la Ley 22-2000, según enmendada, conocida 

como Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico (en adelante, Ley 

de Vehículos y Tránsito), 9 LPRA sec. 5202, al conducir en estado 

de embriaguez. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada. 

I. 

A raíz de los acontecimientos ocurridos el 22 de noviembre de 

2019, en San Juan, Puerto Rico, el 13 de enero de 2020, el 

Ministerio Público presentó una Denuncia en contra del señor Toro 
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Del Valle por infracción al Artículo 7.02 de la Ley de Vehículos y 

Tránsito, supra, el cual prohíbe conducir un vehículo de motor bajo 

los efectos de bebidas embriagantes.  Según se desprende de la 

Denuncia, cuando se intervino con el señor Valle Del Toro, este 

manejaba un vehículo de motor marca Nissan bajo los efectos de 

bebidas embriagantes.  Al realizarle la prueba de aliento, arrojó 

0.188% de alcohol en su organismo. 

Celebrada la vista correspondiente, el TPI encontró causa para 

juicio en contra del señor Toro Del Valle.  Luego de varios trámites 

procesales, el juicio en su fondo fue señalado para el 3 de febrero de 

2021.  El Ministerio Público comenzó el desfile de la prueba con el 

testimonio del Agente Osvaldo Merced López (en adelante, el agente 

Merced López).  Durante el transcurso del testimonio del agente 

Merced López, el tribunal admitió en evidencia los siguientes 

documentos como prueba del Ministerio Público: (1) Certificado de 

Operador del Intoxilyzer 9000; (2) Advertencias a personas 

conduciendo en estado de embriaguez; (3) Boleto por falta 

administrativa 40627238; (4) Hoja de datos relacionados a la 

intervención y notas del agente Merced López; (5) Hoja de pasos 

operacionales; y (6) Hoja o tarjeta de resultado 0400305. 

Por su parte, la defensa contrainterrogó al agente Merced 

López.  Durante el contrainterrogatorio, el foro primario admitió en 

evidencia, como prueba de la defensa, los siguientes documentos: 

(1) Informe de Incidente; y (2) Bitácora.  El Ministerio Público puso 

al Agente Ramón Vélez Sindo a disposición de la defensa, pero luego 

informó que no lo utilizaría.  La continuación del juicio fue pautada 

para el 17 de febrero de 2021. 

En la mañana del 17 de febrero de 2021, el Ministerio Público 

dio por sometido su caso, por lo que no sentó a declarar al químico, 

el Sr. Salvador Fabre Rivera.  En su lugar, lo puso a disposición de 
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la defensa.  No obstante, la defensa no sentó a testificar al químico, 

por lo que, también, dio por sometido el caso. 

Así las cosas, el TPI declaró al señor Toro Del Valle culpable 

por infracción del Artículo 7.02 de la Ley de Vehículos y Tránsito, 

supra.  De dicha determinación, la defensa solicitó reconsideración, 

la cual fue declarada No Ha Lugar por el foro sentenciador.  De la 

Minuta correspondiente surge lo siguiente: 

Escuchada la argumentación de la defensa, el 
tribunal declara No Ha Lugar la solicitud de 
reconsideración y argumenta que el reglamento 123 fue 

derogado a partir del 1 de enero de 2021 y se sustituyó 
por el reglamento 9234, el cual establece que los veinte 

minutos son desde el momento de la intervención y no 
desde el momento en que el denunciado llegó al cuartel.  
Este asunto está resuelto y cita jurisprudencia, caso 

Pueblo vs. Martínez Landrón 2019 TSPR 86, el cual 
establece que los minutos por encima de los veinte 
minutos son a favor del acusado, en contra del 

Ministerio Público.  En este caso transcurrió casi una 
hora, ya que los hechos fueron a las 11:02 p.m. y la 

prueba final de alcohol fue a las 11:57 p.m.  Además, 
cita el caso de Pueblo vs. Montalvo Petrovich 175 DPR 
932, (956, 957), el cual establece que lo importante es 

que el agente esté cerca del acusado de forma que 
pueda determinar si la persona ingirió, introdujo algún 

material, fumó o vomitó, por lo que no tiene que ser 
vigilado cara a cara, basta que esté cerca del acusado; 
como lo estaba el agente en este caso.  Añade, que no 

debe haber diferencia entre el arresto y hacer las 
advertencias posteriormente, como pasó en este caso y 
como sucedió en el caso de Pueblo vs. Caraballo 

Borrero.  Por tanto, confirma su determinación de 
CULPABILIDAD contra el denunciado.  (Énfasis en el 

original).1 
 

El 23 de marzo de 2021, el foro primario dictó la Sentencia 

aquí impugnada.  Mediante el referido dictamen, condenó al señor 

Toro Del Valle a una pena de $500.00 de multa o un día de cárcel 

por cada $50.00 que deje de pagar; $500.00 de la multa adicional 

conforme a la Ley 144; y $100.00 de pago de la pena especial al 

amparo de la Ley 183.  Además, lo refirió al Curso de Mejoramiento 

para Conductores del Departamento de Transportación y Obras 

Públicas, y quince (15) días de reclusión suspendidos condicionado 

 
1 Véase, Minuta del juicio en su fondo del 17 de febrero de 2021 y transcrita el 19 

de febrero de 2021. 
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a finalizar el curso.  Por último, se le suspendió la Licencia de 

Conducir por el término de treinta (30) días.  No obstante, se le 

concedió una licencia provisional de lunes a viernes de 6:00 a.m. a 

8:00 p.m. para fines de empleo. 

En desacuerdo con el aludido dictamen, el 23 de marzo de 

2021, el señor Toro Del Valle presentó el recurso de apelación de 

epígrafe en el que le imputó al foro primario la comisión de los 

siguientes errores: 

La prueba de cargo fue insuficiente en derecho y no 

estableció la culpabilidad del apelante más allá de duda 
razonable, ni rebatió la presunción de inocencia a base 
de una evidencia insuficiente que no estableció los 

elementos del delito imputado. 
 
Cometió error de derecho el Tribunal de Primera 

Instancia al considerar evidencia producto de un 
arresto ilegal. 

 
Incidió el Tribunal de Primera Instancia al considerar 
como evidencia el informe sobre prueba de alcohol por 

aliento y listado de cotejo operacional y el resultado de 
prueba de alcohol del Intoxilyzer 9000 sin desfilarse 
prueba de haberse cumplido con el Artículo VIII, Inciso 

(E 8.24 al 8.33) del Reglamento de Salud Número 123, 
vigente al momento de los hechos. 

 

Subsiguientemente, se elevaron los autos originales 

pertenecientes al TPI, previa petición de este Tribunal.  Luego de los 

trámites apelativos de rigor, mediante una Resolución dictada el 10 

de septiembre de 2021, dimos por estipulada la transcripción de la 

prueba oral.  Así pues, el 10 de septiembre de 2021, el apelante 

presentó su Alegato.  Por su parte, el 14 de octubre de 2021, el 

Pueblo de Puerto Rico, por conducto del Procurador General, 

presentó su Alegato en Oposición.  Con el beneficio de los autos 

originales, la transcripción de la prueba oral estipulada y la 

comparecencia de las partes, delineamos el derecho aplicable. 

II. 

A. 

Dispone el Artículo 7.01 de la Ley de Vehículos y Tránsito, 9 

LPRA sec. 5201, que el manejo de vehículos en las vías públicas bajo 
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los efectos de bebidas embriagantes constituye una amenaza de 

primer orden a la seguridad pública.  Con este objetivo en mente, el 

Artículo 7.02(a) de la Ley de Vehículos y Tránsito, supra, dispone 

que “[e]s ilegal per se, que cualquier persona de veintiún (21) años 

de edad, o más, conduzca o haga funcionar un vehículo de motor, 

cuando su contenido de alcohol en su sangre sea de ocho 

centésimas del uno por ciento (0.08%) o más, según surja tal nivel 

o concentración del análisis químico o físico de su sangre o aliento”.   

No obstante, el referido Artículo establece más adelante que 

lo provisto en el inciso (a) no debe “interpretarse en el sentido de 

que las mismas limitan la presentación de cualquier otra 

evidencia competente sobre si el conductor estaba o no bajo los 

efectos de bebidas embriagantes al tiempo de cometerse la 

alegada infracción”.  (Énfasis nuestro). 

Cónsono con lo anterior, en Pueblo v. Montalvo Petrovich, 175 

DPR 932 (2009), el Tribunal Supremo de Puerto Rico enfatizó que 

nada impide que se presente otra evidencia para probar que la 

persona se encontraba bajo los efectos de bebidas embriagantes 

cuando fue detenida.  A tales efectos, en Pueblo v. Caraballo Borrero, 

187 DPR 265 (2012), nuestro más alto Foro aclaró que el 

comportamiento y los signos externos de embriaguez exhibidos por 

la persona pueden ser suficientes para sostener una convicción por 

conducir un vehículo de motor en estado de embriaguez.  Es decir, 

se puede hallar a una persona culpable por el delito tipificado en el 

Artículo 7.02(a) de la Ley de Vehículos y Tránsito, supra, mediante 

prueba independiente del resultado de los análisis. Pueblo v. 

Martínez Landrón, 202 DPR 409, 422 (2019). 

B. 

Por otra parte, en nuestro ordenamiento constitucional uno 

de los derechos fundamentales de los acusados es la presunción de 

inocencia.  Const. de P.R., Art. II, Sec. 11, LPRA, Tomo I; Regla 110 
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de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II R. 110.  Esta disposición 

constitucional requiere que toda convicción esté siempre sostenida 

por la presentación de prueba dirigida a demostrar la existencia de 

“cada uno de los elementos del delito, la conexión de estos con el 

acusado y la intención o negligencia de éste”.  Pueblo v. Santiago et 

al., 176 DPR 133, 142 (2009); véase, además, Pueblo v. Ayala García, 

186 DPR 196, 206 (2012).  Para controvertir la presunción de 

inocencia, nuestro sistema de ley exige un quantum probatorio de 

más allá de duda razonable.  Esta carga probatoria se le impone al 

poder estatal en su deber de encausar toda conducta amenazante a 

la seguridad pública.  Pueblo v. Santiago et al., supra. 

La evaluación y suficiencia de la prueba se regirá por los 

principios establecidos en la Regla 110 de Evidencia, 32 LPRA Ap. 

VI R. 110.  En nuestro ordenamiento jurídico, las Reglas de 

Evidencia permiten que un hecho pueda probarse mediante 

evidencia directa, indirecta o circunstancial.  De acuerdo con el 

inciso (H) de la mencionada Regla 110 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI 

R. 110 (H), la evidencia directa es aquella que prueba el hecho en 

controversia sin que medie inferencia o presunción alguna y que, de 

ser cierta, demuestra el hecho de modo concluyente.  En lo que 

respecta a la prueba testifical, la evidencia directa de un testigo que 

merezca entero crédito es prueba suficiente de cualquier hecho, 

salvo que otra cosa se disponga por ley.  Regla 110(D) de Evidencia, 

32 LPRA Ap. VI R. 110(D).  Por esta razón, el testimonio de un solo 

testigo al que el tribunal le otorgue entero crédito podría derrotar la 

presunción de inocencia. 

De otra parte, la evidencia circunstancial es aquella que tiende 

a demostrar el hecho en controversia probando otro distinto, del 

cual por sí, o en unión a otros hechos ya establecidos, puede 

razonablemente inferirse el hecho en controversia.  Regla 110(H) de 

Evidencia, supra.  La prueba circunstancial es tan suficiente como 
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la prueba directa para probar cualquier hecho, incluso para 

sostener una convicción criminal.  Admor. F.S.E. v. Almacén Ramón 

Rosa, 151 DPR 711, 719-720 (2000); Pueblo v. Castro Cruz, 90 DPR 

206, 212 (1964).   

De conformidad con lo anterior, el deber del Estado no puede 

ser descargado livianamente, pues el mismo no se alcanza 

solamente presentando prueba que sea meramente suficiente en 

cuanto a todos los elementos del delito que se imputa.  La prueba 

deberá ser, además, satisfactoria.  Es decir, que produzca la certeza 

o convicción moral en una conciencia exenta de preocupación o en 

un ánimo no prevenido.  Pueblo v. Irizarry, 156 DPR 780, 787 (2002).   

En este contexto, el concepto de “duda razonable” no es una 

duda especulativa o imaginaria, ni cualquier duda posible, sino 

aquella que surge como producto del raciocinio de todos los 

elementos de juicio involucrados en el caso.  En consecuencia, para 

que se justifique la absolución de un acusado, este aspecto 

probatorio debe ser el resultado de la consideración serena, justa e 

imparcial de la totalidad de la evidencia del caso, o de la falta de 

suficiente prueba en apoyo a la acusación.   

Así pues, duda razonable no es otra cosa que la insatisfacción 

de la conciencia del juzgador con la prueba presentada.  Pueblo v. 

Santiago et al., supra.  No obstante, lo antes expuesto no implica 

que para poder demostrar la culpabilidad de un acusado deba 

destruirse toda duda posible ni que tenga que establecerse la 

culpabilidad con exactitud matemática.  Por ello, se ha entendido 

que meras discrepancias no justifican el que surja una duda 

razonable sobre la culpabilidad del acusado.  Pueblo v. Irlanda 

Rivera, 92 DPR 753, 760 (1965). 

C. 

Asimismo, nuestro Tribunal Supremo ha afirmado 

reiteradamente que la determinación de si se probó la culpabilidad 
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del acusado más allá de duda razonable es revisable en apelación, 

ello dado a que “la apreciación de la prueba desfilada en un juicio es 

un asunto combinado de hecho y de derecho”.  Pueblo v. Rodríguez 

Pagán, 182 DPR 239, 259 (2011); Pueblo v. Irizarry, supra, a la pág. 

788; Pueblo v. Rivero, Lugo y Almodóvar, 121 DPR 454, 472 (1988).  

Es menester señalar que la apreciación de la prueba corresponde al 

foro sentenciador, razón por la cual los tribunales apelativos 

solamente intervendrán con ella cuando concurran las 

circunstancias que determinen su labor, o cuando la prueba no 

concuerde con la realidad fáctica, o resulte ser inherentemente 

imposible.  Pueblo v. Irizarry, supra.  Tal apreciación de la prueba 

descansa en el juzgador de los hechos.  Conforme a ello, los 

tribunales apelativos no intervendremos con la misma a menos que 

exista error manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad.  Pueblo v. 

Maisonave Rodríguez, 129 DPR 49, 63 (1991); Pueblo v. Rivero, Lugo 

y Almodóvar, supra, a la pág. 473.   

La referida norma se fundamenta en el principio de que son 

los foros primarios los que están en mejor posición para evaluar la 

prueba presentada puesto que tienen la oportunidad de observar y 

escuchar los testigos.  Pueblo v. Acevedo Estrada, 150 DPR 84, 99 

(2000).  A menos que se demuestre la existencia de pasión, perjuicio 

o error manifiesto, que la apreciación de la prueba se aleje de la 

realidad fáctica del caso o sea inherentemente imposible o increíble, 

o que no exista base suficiente que apoye la determinación, el 

tribunal apelativo no deberá descartar arbitrariamente las 

determinaciones que hiciera el juzgador de instancia.  Pueblo v. 

Rivero, Lugo y Almodóvar, supra, a la pág. 472; Pueblo v. Maisonave 

Rodríguez, supra, a la pág. 62. 

En torno a la importancia de conceder deferencia al juzgador 

de los hechos, sea el juez o el jurado, y acerca de la abstención de 

los tribunales apelativos de intervenir con la apreciación de la 
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prueba, en Ortiz v. Cruz Pabón, 103 DPR 939, 947 (1975), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó lo siguiente: 

La verdad es que el testigo debe ser oído, y visto, 
interrogado y mirado. … y es que no sólo habla la voz 
viva.  También hablan las expresiones mímicas: el color 

de las mejillas, los ojos, el temblor o consistencia de la 
voz, los movimientos, el vocabulario no habitual del 

testigo, son otras tantas circunstancias que deben 
acompañar el conjunto de una declaración testifical y 
sin embargo, todos estos elementos se pierden en la 

letra muda de las actas, por lo que se priva al Juez de 
otras tantas circunstancias que han de valer incluso 
más que el texto de la declaración misma para el juicio 

valorativo que ha de emitir en el momento de fallar; le 
faltará el instrumento más útil para la investigación de 

la verdad: la observación. 
   

Por consiguiente, es el juzgador de los hechos quien determina 

la credibilidad que le merezca la prueba, basado en una valoración 

de la certeza o probabilidad sobre la versión de unos hechos o 

acontecimientos en controversia.  Pueblo v. Colón, Castillo, 140 DPR 

564, 578 (1996). 

A la luz del marco doctrinal antes delineado, atendemos los 

planteamientos esgrimidos por el apelante en el recurso que nos 

ocupa. 

III. 

En apretada síntesis, en el recurso ante nos, el apelante aduce 

que incidió el foro primario al emitir el fallo condenatorio en su 

contra.  En apoyo de esta aseveración, el señor Toro Del Valle 

esgrime tres (3) argumentos, a saber: (1) el Ministerio Público no 

presentó prueba alguna para establecer que se observaron las 

disposiciones del Artículo VIII (E), incisos 8.24 al 8.33, del 

Reglamento de Salud Núm. 123 (Reglamento Núm. 7318 de 9 de 

marzo de 2007), por lo que no se estableció la confiabilidad y 

precisión de la prueba de aliento y, en consecuencia, su resultado 

es inadmisible; (2) el agente Merced López incumplió con la 

obligación impuesta por ley de realizar la prueba de campo 

estandarizada de sobriedad, o la prueba inicial de aliento en el lugar 
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de la detención; y (3) el arresto realizado por el agente Merced López 

fue ilegal, debido a que el señor Toro Del Valle no se negó a 

someterse a la prueba de alcohol, única circunstancia dispuesta por 

ley para el arresto.  No le asiste la razón al apelante en sus 

planteamientos.   

En cuanto al primer argumento, debemos señalar que el 

propio Artículo 7.02 de la Ley de Vehículos y Tránsito, supra, 

dispone que la evidencia tendente a demostrar que un conductor 

estaba o no bajo los efectos de bebidas embriagantes no se limita al 

análisis químico o físico de la sangre o aliento.  En torno al 

particular, durante el juicio en su fondo testificó el agente Merced 

López, atestiguó que el señor Toro Del Valle expedía olor a licor en 

el aliento, tenía los ojos rojos, tenía el hablar pesado y que perdía el 

balance al caminar. 

En específico, el agente Merced López detalló lo que 

transcribimos a continuación: 

Hon. Juez: 

 
 ¿Cuál fue el motivo? 
 

Testigo: 
 

 El motivo es que estaba transitando entre 
carriles, el Artículo 6.06.  Cuando le pido la licencia y el 
registro del vehículo, documentos los cuales el caballero 

me dio, me otorgó, ahí vengo y estoy verificando el 
nombre de la persona para saber si en realidad es con 

el que estoy interviniendo.  Cuando estoy hablando con 
la per… cuando estoy hablando con el señor [Toro Del 
Valle], me percato, ya que estoy a una distancia 

prudente, que el mismo está expidiendo olor a licor en 
el aliento.  Adicional a eso, estábamos en un área 
bastante clara, me percato también que… 

 
Hon. Fiscal: 

 
 P. Cuando usted se refiere a que está en un área 
bastante clara, explíquele a este Honorable Tribunal. 

 
Testigo: 

 
 R. Era un área bastante clara porque estábamos 
debajo de un foco de luz, el área tenía varios focos de 

luz, que tenía bastante buen alumbrado.  Por eso es que 
una vez yo estoy interviniendo con el caballero me 
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percato de que una de las características que tiene 
también, que tiene los ojos rojos.  Cuando le pregunto, 

para cerciorarme la información de sus documentos, me 
percato también de que la persona tiene el hablar 

pesado. 
 
Hon. Juez: 

 
 ¿Cómo? ¿El qué? 
 

Testigo: 
 

 Hablar pesado.  Al ver que son características de 
persona que está conduciendo bajo los efectos de 
bebidas embriagantes le indico al caballero de que pase 

a la parte posterior del vehículo.  Cuando el caballero se 
va a bajar, yo retrocedo aproximadamente algunos 

cinco, seis, siete pies, para entonces esperar que el 
caballero venga hacia la parte posterior de su vehículo.  
Donde ahí me percato de que el caballero, en dos 

ocasiones, se aguanta de su vehículo, pierde el balance 
al caminar.  Cuando el caballero va hacia la parte 
posterior, le doy las instrucciones, le leo las 

advertencias de ley.  Nuevamente me identifico y le 
indico, para que esté claro el procedimiento que estoy 

realizando con él, de que no se le va a hacer prueba de… 
no se le hizo prueba de campo en el lugar de la 
intervención, ya que tenía varias características que se 

reflejan en una persona que está bajo los efectos de 
bebidas embriagantes.2   

 

Cabe desatacar que, en Pueblo v. Montalvo Petrovich, supra, a 

la pág. 937, el Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que el 

efecto de un incumplimiento reglamentario en cuanto a la prueba 

de aliento sobre la confiabilidad y precisión de la prueba deberá ser 

evaluada por el Tribunal de Primera Instancia conforme a los 

criterios de la Regla 403 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI.  Durante el 

juicio, el juzgador de instancia tuvo ante sí varias piezas de 

evidencia que se deben considerar en conjunto con el testimonio del 

agente Merced López.  Para mencionar algunas, se presentó: (1) la 

Hoja de datos relacionado a intervención con conductores bajo los 

efectos de alcohol, drogas o sustancias controladas; (2) el Informe 

sobre prueba de alcohol por aliento y listado de cotejo operacional, 

el cual incluye los pasos operacionales que llevó a cabo el agente con 

el detenido); y (3) la Hoja o Tarjeta resultado 040305 (o el récord de 

 
2 Véase, Transcripción de la prueba oral (TPOE), págs. 15-16. 
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prueba de análisis de aliento).  Toda esta evidencia documental se 

presentó durante el juicio, particularmente en la vista del 3 de 

febrero de 2021, y ninguna fue objetada de manera oportuna, 

específica y correcta por la defensa, ni se presentó una moción para 

que se elimine del récord evidencia erróneamente admitida.  Véanse, 

Regla 104 y 105 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI.3  Esto así, a pesar de 

la idoneidad de que, en casos en los cuales se solicita que no se 

admita en evidencia una prueba de aliento, se recurra al mecanismo 

de supresión de evidencia previo al juicio, según dispuesto en la 

Regla 234 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA 34 LPRA Ap. II R. 

234.  Véase, Pueblo v. Montalvo Petrovich, supra, a las págs. 949-

950.  La procedencia de una moción de supresión conforme a la 

Regla 234 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II R. 234, “se 

hace más patente porque se ha reconocido que las pruebas de 

aliento constituyen un registro para la protección constitucional en 

contra de registros y allanamientos ilegales”.  Id., a la pág. 950.  

En lo que respecta al segundo argumento, es imprescindible 

reiterar que, según lo testificado por el agente Merced López, el señor 

Toro Del Valle exhibía rasgos de una persona que ha consumido 

 
3 La Regla 104 de Evidencia, en lo pertinente, dispone lo siguiente: 

(a) Requisito de objeción.—La parte perjudicada por la admisión 

errónea de evidencia debe presentar una objeción oportuna, 
específica y correcta o una moción para que se elimine del récord 

evidencia erróneamente admitida cuando el fundamento para 

objetar surge con posterioridad.  Si el fundamento de la objeción 

surge claramente del contexto del ofrecimiento de la evidencia, no 

será necesario aludir a tal fundamento. 

Por su parte, la Regla 105 de Evidencia dispone lo siguiente: 
(a) Regla general.—No se dejará sin efecto una determinación de 

admisión o exclusión errónea de evidencia ni se revocará por ello 

sentencia o decisión alguna a menos que: 

 (1) La parte perjudicada con la admisión o exclusión de 

evidencia hubiere satisfecho los requisitos de objeción, 

fundamento u oferta de prueba establecidos en la Regla 104 de este 
apéndice, y  

 (2) el tribunal que considere el señalamiento estime que la 

evidencia admitida o excluida fue un factor decisivo o sustancia en 

la sentencia emitida o decisión cuya revocación se solicita. 

(b) Error constitucional.—Si el error en la admisión o exclusión 

constituye una violación a un derecho constitucional de la persona 
acusada, el tribunal apelativo sólo confirmará la decisión si está 

convencido más allá de duda razonable que, de no haberse 

cometido el error, el resultado hubiera sido el mismo. 
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bebidas embriagantes.4  No podemos perder de perspectiva que el 

agente Merced López declaró ser agente desde hace diecinueve (19) 

años, en la División de Patrullas de Carreteras de San Juan y, 

actualmente, en el Negociado de División de Alcohol, Radar y 

Fotómetro.5  Por lo tanto, es enteramente creíble que el agente 

Merced López sepa cuando está ante una persona que exhibe rasgos 

de haber inherido bebidas embriagantes.  Independientemente de lo 

anterior, el testimonio del agente Merced López le mereció 

credibilidad al juzgador.  Recordemos que constituye un principio 

firmemente arraigado que la norma de revisión a nivel apelativo es 

uno de deferencia, pues el foro primario es el que en mejor posición 

está para aquilatar la prueba ante su consideración.  A falta de error 

sustancial y ante la carencia de planteamientos convincentes, el 

apelante no nos ha puesto en posición de variar la determinación 

del foro sentenciador. 

En cuanto al tercer argumento, como adelantamos, el 

apelante indica que su arresto fue ilegal, debido a que, según 

esgrime, la única circunstancia por la cual pueden arrestar a una 

persona detenida porque existen motivos fundados para creer que 

conduce en estado de embriaguez, es si la persona se niega a 

someterse a la prueba.  De hecho, el Artículo 7.09 de la Ley de 

Vehículos y Tránsito, 9 LPRA sec. 5209, dispone que “[s]i el 

intervenido se negare, objetare, resistiere o evadiere someterse al 

procedimiento de las pruebas de alcohol, drogas o sustancias 

controladas, será arrestado con el fin de trasladarse a una facilidad 

médico-hospitalaria para que el personal certificado por el 

Departamento de Salud proceda a extraerle las muestras 

 
4 Nótese que la Ley Núm. 25 de 16 de mayo de 2019, que enmendó el Artículo 

7.09 de la Ley de Vehículos y Tránsito, en su Exposición de Motivos, define la 

prueba de campo estandarizada de sobriedad como “un conjunto de pruebas que 
incluyen lo siguiente: Nistagmo de mirada horizontal; caminar y girar; y soporte 

de una pierna”.   
5 Véase, TPOE, pág. 5, líneas 14-22. 
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pertinentes”.  Ahora bien, el arresto porque una persona se niegue 

a someterse a una prueba es distinto del arresto porque un 

funcionario del orden público tenga motivos fundados para creer 

que la persona que va a ser arrestada ha cometido un delito en su 

presencia.  La primera modalidad se rige por el Artículo 7.09 de la 

Ley de Vehículos y Tránsito, supra, mientras que la segunda 

modalidad por la Regla 11 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. 

II R. 11.6   

Por consiguiente, no cabe hablar de un principio de 

especialidad en cuanto al arresto conforme al Artículo 7.09 de la Ley 

de Vehículos y Tránsito, supra, a los efectos de que desplace la Regla 

11 de Procedimiento Criminal, supra.  Surge del testimonio vertido 

por el agente Merced López, y creído por el foro primario, que observó 

que el señor Toro Del Valle exhibía varias características que se 

reflejan en una persona que está bajo los efectos de bebidas 

embriagantes.7  En consecuencia, el señor Toro Del Valle fue 

arrestado y transportado a la División del Negociado de Patrullas de 

Carretera en la patrulla del agente Merced López.8  En la División 

 
6 La Regla 11 de Procedimiento Criminal dispone lo siguiente: 

 Un funcionario del orden público podrá hacer un arresto 
sin la orden correspondiente: 

 (a) Cuando tuviere motivos fundados para creer que la 

persona que va a ser arrestada ha cometido un delito en su 

presencia.  En este caso deberá hacerse el arresto inmediatamente 

o dentro de un término razonable después de la comisión del delito.  

De lo contrario, el funcionario deberá solicitar que se expida una 
orden de arresto. 

 (b) Cuando la persona arrestada hubiese cometido un delito 

grave (felony), aunque no en su presencia. 

 (c) Cuando tuviere motivos fundados para creer que la 

persona que va a ser arrestada ha cometido un delito grave (felony), 

independientemente de que dicho delito se hubiere cometido o no 
en realidad. 

 Para efectos de estas Reglas, se considera funcionario o 

funcionaria del orden público a aquella persona que tiene a su 

cargo proteger a las personas, la propiedad y mantener el orden y 

la seguridad pública.  Esto incluye, pero sin limitarse a, todo 

miembro de la Policía de Puerto Rico y de la Policía Municipal, 
Agentes del Negociado de Investigaciones Especiales del 

Departamento de Justicia y Alguaciles de la Rama Judicial. 

 Se considera también funcionario o funcionaria del orden 

público de carácter limitado a todo empleado o empleada público 

estatal o federal, con autoridad expresa en ley para efectuar 
arrestos en el desempeño de sus funciones y responsabilidades 

especiales. 
7 TPOE, pág. 16, líneas 15-21. 
8 Id., pág. 26, líneas 2-11. 
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del Negociado de Patrullas de Carretera de Bayamón se le realizó la 

prueba del aliento, cuyo resultado arrojó 0.188%.  Es decir, en casos 

menos grave,9 un arresto no es ilegal, si existen motivos fundados 

para creer que se ha cometido el delito en la presencia del 

funcionario del orden público.  Por ende, el arresto del señor Toro 

del Valle por el agente Merced López se llevó a cabo dentro del marco 

jurídico aplicable, a tenor con lo provisto en la Regla 11 de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II R. 11, la cual no queda 

desplazada por el Artículo 7.09 de la Ley de Vehículos y Tránsito, 

supra. 

En virtud de todo lo detallado anteriormente y no habiéndose 

cometido ninguno de los señalamientos de error imputados por el 

apelante, procede confirmar la Sentencia emitida por el foro 

sentenciador en todos sus extremos. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 
9 El Artículo 7.04 de la Ley de Vehículos y Tránsito, 9 LPRA sec. 5204, dispone 

que “[t]oda persona que viole lo dispuesto en los Artículos 7.01, 7.02 o 7.03 de 

esta Ley incurrirá en delito menos grave”. 


